Radicación: 660012204000-2021-00066-00

Accionante: Alejandro Franco Castro

Accionado: Fiscalía 9º Seccional de Pereira

Decisión: Concede

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / TOMAR DECISIÓN EN TÉRMINO / CAUSAS QUE JUSTIFICAN LA MORA / PONDERACIÓN DE LOS DERECHOS EN CONFLICTO / SE TUTELA NO OBSTANTE LA JUSTIFICACIÓN DE LA MORA.
El artículo 29 Constitucional nos indica que el debido proceso se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se sigan en contra de una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades…
Es de anotar que, a partir de este derecho al debido proceso, se desprenden otro cúmulo de garantías, como la defensa y el acceso a la administración de justicia, entre otros. De allí, y en lo que a esta actuación concierne, debemos pronunciarnos frente a este último, el cual se encuentra consagrado en el artículo 229 de la Constitución Política, instituyendo el derecho que tienen todas las personas nacionales de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia…
Acorde con lo anterior, uno de los elementos que constituyen el derecho al acceso a la administración de justicia, es precisamente la posibilidad de obtener prontitud en las decisiones de la judicatura, así como el impulso procesal por parte de la Fiscalía General de la Nación en los casos que son puestos bajo su conocimiento, esto es, que los procesos se adelanten con observancia de las formas propias de cada juicio, respetando, por regla general, los términos procesales estipulados para cada tipo de asunto, llevando en consecuencia, como norte, la culminación del proceso en un término prudente y razonable. (…)
… la Corte Constitucional, haciendo alusión a esta cuestión, ha trazado pautas para determinar si para el momento en que la autoridad ha incurrido en mora, esta puede ser tildada como justificada o injustificada, veamos:   

“… el incumplimiento de un término procesal se entiende justificado cuando (i) es producto de la complejidad del asunto y dentro del proceso se demuestra la diligencia razonable del operador judicial, (ii) se constata que efectivamente existen problemas estructurales en la administración de justicia que generan un exceso de carga laboral o de congestión judicial, o (iii) se acreditan otras circunstancias imprevisibles o ineludibles que impiden la resolución de la controversia en el plazo previsto en la ley”…
Pese a lo anterior, la Sala no puede ser ajena del derecho que le asiste al libelista de recibir con prontitud una solución frente a su problemática. Por ello al efectuar una ponderación de los derechos en conflicto, la Colegiatura acorde con los postulados del test de proporcionalidad, a fin que se haga efectivo el Derecho que le asiste al accionante al acceso a la administración de justicia, como medida de amparo le ordenará a quien funja como titular de la Fiscalía Novena Seccional de Pereira, para que en un término improrrogable de seis (06) meses… adopte todas las medidas necesarias tendientes a finiquitar la indagación penal que cursa en ese Despacho…
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver, lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por parte del señor ALEJANDRO FRANCO CASTRO, por intermedio de apoderado judicial, en contra de la FISCALÍA 9º SECCIONAL DE PEREIRA.
ANTECEDENTES:
Refirió el accionante que en las calendas del 15 de diciembre del año 2017 se le asignó a la Fiscalía 9º Seccional de Pereira el conocimiento de la noticia criminal radicada bajo el Nro. 660016000036201705869, originada en una denuncia que él formuló en contra de tres ciudadanos, Andrés Felipe Mahecha, Jorge Danni Pérez, Andrea Rodríguez y otras personas, por los delitos de obtención de documento público falso, fraude procesal y otros. 
El 14 de febrero de 2018, el ahora accionante envió mediante correo certificado a la Fiscalía, un escrito de ampliación de los hechos denunciados, y aportó elementos materiales probatorios. 
El 15 de mayo de 2018 le solicitó a la Fiscalía designar investigador judicial y emitir plan metodológico. 
El 28 de junio de 2018 presentó una nueva ampliación de los hechos y allegó nuevas pruebas. 
El 14 de marzo de 2019, pidió que se ampliara el programa metodológico. 

El 26 de mayo de 2019 presentó más pruebas. 

El 25 de septiembre de 2019, solicitó a la Fiscalía que le informara si ya se había surtido el trámite de un despacho comisorio ordenado en el plan metodológico. 
El 19 de diciembre de 2019, presentó escrito a la Fiscalía manifestando su inconformidad porque no se había formulado imputación, a pesar de contar con elementos suficientes para ello y aun cuando ya habían transcurrido más de dos años de la indagación, excediendo con ello el término consagrado en el artículo 175 de la Ley 906 de 2004.  

El 24 de marzo de 2021, radicó por vía de correo electrónico un derecho de petición a la Fiscalía para pedir información sobre el estado del proceso. Dicha solicitud fue reiterada el 29 de marzo de 2021, pero no obtuvo ninguna respuesta. 

Para el accionante, la posición asumida por la Fiscalía demuestra su falta de diligencia en el proceso referido, lo que a su vez denota la vulneración de los derechos fundamentales de la víctima y lesiona la imagen y reputación de la administración de justicia. 
PRETENSIONES: 

De conformidad con los hechos anteriormente relacionados, el accionante pidió la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia del señor ALEJANDRO FRANCO CASTRO, y como consecuencia de ello, se le ordene a la Fiscalía 9º Seccional de Pereira que a la mayor brevedad posible se pronuncie frente al asunto como lo ordena el artículo 175 de la Ley 906 de 2004. Además, se compulsen copias en contra de su titular, por su inacción, silencio y lentitud en la toma de decisiones y la falta de respuesta a sus solicitudes de información. 
TRÁMITE PROCESAL:
El Despacho sustanciador avocó el conocimiento de la presente acción mediante auto del 14 de abril de 2021, en el que ordenó correr traslado de la demanda a la autoridad accionada para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
En el devenir de la actuación, la titular de la Fiscalía accionada intervino señalando que el derecho de petición presentado por el Dr. VÍCTOR MANUEL ZULUAGA no llegó a ese despacho, desconociendo el motivo, sin embargo, en virtud de la copia aportada a la presente acción, procedió a darle respuesta en la que se le indicó que
i) La investigación en el momento se encuentra en indagación, y el 26 de abril de 2021 se realizó Orden a Policía Judicial para que entreviste al señor Alejandro Franco Castro, 
ii) La orden está dirigida al Investigador SEIR ALFONSO MARTÍNEZ, (único en el Despacho para aproximadamente mil investigaciones que se adelantan en la Fiscalía Novena Seccional) por lo que se le van entregando en la medida de sus posibilidades para que las vaya evacuando. 
iii) Ese Despacho adelanta las investigaciones desde preliminares hasta el juicio, y hay más de cincuenta en etapa de juicio oral, varias de ellas con detenidos, lo que dificulta su labor como Fiscal, porque además ingresan al mes más de veinte investigaciones nuevas. 
iv) Revisó el proceso, en donde ya se había trazado programa metodológico y se expidieron dos órdenes a Policía judicial, con dos informes de investigador de campo, siendo el último negativo para efectos de tomar interrogatorios a varias personas presuntamente involucradas, 
v) Aunque se observa diligencia por parte del profesional del derecho, no es posible con la información obrante en la actuación tomar una decisión de formular imputación, siendo necesario aclarar otros aspectos y allegar nuevos elementos materiales probatorios para tomar una determinación bien sea de IMPUTAR, ARCHIVAR o solicitar PRECLUSIÓN, 
vi) El término de prescripción no está cercano, por lo que además de la última orden a policía judicial que se libró, en próximos días, se realizará otra más compleja para efectos de llegar a tomar la decisión más acertada.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 37 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, y posteriormente por el Decreto 333 de 2021.

· Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a esta Corporación establecer si le asiste razón a la parte accionante al aseverar que la titular de la Fiscalía 9º Seccional ha desconocido las garantías fundamentales del señor ALEJANDRO FRANCO CASTRO, por desconocer los términos con los que contaba para adoptar una decisión dentro de la etapa de indagación del proceso penal que se originó por una denuncia que él impetrara. 

· Solución: 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Sobre el debido proceso:

El artículo 29 Constitucional nos indica que el debido proceso se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se sigan en contra de una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades, por ello la Corte Constitucional, refiriéndose a los alcances de dicha garantía iusfundamental, dijo:

“La jurisprudencia de esta Corporación también se ha pronunciado de manera pacífica y consolidada acerca del contenido, elementos y características del derecho al debido proceso, el cual es considerado uno de los pilares fundamentales del Estado Social y constitucional de Derecho. Entre los elementos más importantes del debido proceso, esta Corte ha destacado: (i) la garantía de acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia, con el fin de lograr una pronta resolución judicial; (ii) la garantía de juez natural; (iii) las garantías inherentes a la legítima defensa; (iv) la determinación y aplicación de trámites y plazos razonables; (v) la garantía de imparcialidad; entre otras garantías.” 
 

Es de anotar que, a partir de este derecho al debido proceso, se desprenden otro cúmulo de garantías, como la defensa y el acceso a la administración de justicia, entre otros. De allí, y en lo que a esta actuación concierne, debemos pronunciarnos frente a este último, el cual se encuentra consagrado en el artículo 229 de la Constitución Política, instituyendo el derecho que tienen todas las personas nacionales de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia, bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. Ahora bien, la activación del aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto por ello la máxima guardiana de la Constitución ha dicho:

“… la jurisprudencia constitucional le ha reconocido al acceso a la administración de justicia el carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata, integrándolo a su vez con el núcleo esencial del derecho al debido proceso, y relacionándolo con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad. Por virtud de tal vinculación, el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonable; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso. (…)” 

Así mismo, la Corte Constitucional, en la Sentencia T-441 de 2015, sostuvo que: 

“Por eso, ha dicho esta Corporación, “[q]uien presenta una demanda, interpone un recurso, formula una impugnación o adelanta cualquier otra actuación dentro de los términos legales, estando habilitado por ley para hacerlo, tiene derecho a que se le resuelva del mismo modo, dentro de los términos legales dispuestos para ello” 
, pues de lo contrario, se le desconocen sus derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, comoquiera que no se brinda una respuesta oportuna frente a las pretensiones invocadas en su momento y se torna ilusoria la realización efectiva de la justicia material en el caso concreto
.”

Acorde con lo anterior, uno de los elementos que constituyen el derecho al acceso a la administración de justicia, es precisamente la posibilidad de obtener prontitud en las decisiones de la judicatura, así como el impulso procesal por parte de la Fiscalía General de la Nación en los casos que son puestos bajo su conocimiento, esto es, que los procesos se adelanten con observancia de las formas propias de cada juicio, respetando, por regla general, los términos procesales estipulados para cada tipo de asunto, llevando en consecuencia, como norte, la culminación del proceso en un término prudente y razonable. 

Ahora, como quiera que, en la gran mayoría de los casos, el plazo para adoptar decisiones por parte de la judicatura está consagrado en la norma, el criterio de la razonabilidad se determina a partir de allí; sabemos que en principio hay una prohibición de incurrir en dilaciones injustificadas en el trámite de un proceso. Sin embargo, no podemos ser ajenos a la realidad que se vive en el país, pues es de público conocimiento que la congestión es un fenómeno que de tiempo lejano ha venido afectando estructuralmente las bases de la administración de justicia en Colombia, en los idealistas términos de los que hemos venido hablando; de ahí que muchas veces, especialmente en materia de procesos judiciales complejos, se convierta en todo un desafío cumplir con los plazos fijados en la ley, los cuales resultan ser en la práctica, infortunadamente ilusorios. 

Es por lo anterior que los Órganos de Cierre de las distintas especialidades han tenido que referirse al tema de la mora judicial en diversos pronunciamientos, para dar por lo menos una idea de la razonabilidad en la extensión de los términos de ley, y por supuesto, la Corte Constitucional, haciendo alusión a esta cuestión, ha trazado pautas para determinar si para el momento en que la autoridad ha incurrido en mora, esta puede ser tildada como justificada o injustificada, veamos:   

“… el incumplimiento de un término procesal se entiende justificado cuando (i) es producto de la complejidad del asunto y dentro del proceso se demuestra la diligencia razonable del operador judicial, (ii) se constata que efectivamente existen problemas estructurales en la administración de justicia que generan un exceso de carga laboral o de congestión judicial, o (iii) se acreditan otras circunstancias imprevisibles o ineludibles que impiden la resolución de la controversia en el plazo previsto en la ley
.

(…) 

Por contraste, la jurisprudencia ha dejado por sentado que se está ante un caso de dilación injustificada o indebida, cuando quiera que se acredite que el funcionario judicial no ha sido diligente y que su comportamiento es el resultado de una omisión en el cumplimiento de sus funciones. En resumen, la dilación injustificada que configura la violación de derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, se caracteriza por (i) el incumplimiento de los términos señalados en la ley para adelantar alguna actuación por parte del funcionario competente, (ii) la omisión en el cumplimiento de las obligaciones en el trámite de los procesos a cargo de la autoridad judicial y (iii) la falta de motivo razonable y prueba de que la demora obedece a circunstancias que no se pueden contrarrestar
.
En relación con esta última caracterización, no sobra agregar, sin embargo, que la Corte ha acogido en sus sentencias los criterios utilizados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos a fin y efecto de determinar el grado de desconocimiento de la garantía del plazo razonable
, para significar con ello que la comprobación de la dilación injustificada o indebida es un juicio ciertamente complejo en el que “deben tomarse en consideración las circunstancias particulares del despacho que adelanta la actuación y del trámite mismo, entre las que se cuentan: (i) el volumen de trabajo y el nivel de congestión de la dependencia, (ii) el cumplimiento de las funciones propias de su cargo por parte del funcionario, (iii) la complejidad del caso sometido a su conocimiento y (iv) el cumplimiento de las partes de sus deberes en el impulso procesal” 
.
Aterrizando los presupuestos hasta ahora planteados al caso bajo estudio, y partiendo, como ya se dijo, de la necesidad de establecer cuál es el término consagrado en la ley para finiquitar el asunto, a fin de conocer primeramente si efectivamente estamos o no ante un caso de mora judicial, debemos partir por el hecho consistente en que el señor ALEJANDRO FRANCO CASTRO, por intermedio de apoderado judicial, formuló denuncia en contra de varias personas en las calendas del 15 de diciembre de 2017, pero a la fecha de interposición de la presente acción, cuando han transcurrido algo más de tres años desde ese suceso, específicamente 3 años y 4 meses, la Fiscalía no ha adoptado una decisión preliminar de aquellas que son viables en la etapa de la indagación.
En este punto, debemos recordar que en lo concerniente al término con que cuenta la Fiscalía para dar inicio formal al proceso a través de la formulación de imputación o la orden de archivo motivado, este se encuentra consagrado en el parágrafo primero del artículo 175 de la Ley 906 de 2004:  

“PARÁGRAFO. La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la indagación. Este término máximo será de tres años cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean de competencia de los jueces penales del circuito especializado el término máximo será de cinco años”.
Entonces, podemos afirmar que ese término de 3 años fijado en la norma aplicable, efectivamente se encuentra superado, lo que da pie para afirmar que la Fiscalía demandada se encuentra incursa en mora; sin embargo, se encuentra la Sala ante el deber de establecer si esa tardanza para tomar una decisión en el caso del accionante es o no justificada.
Para dilucidar lo anterior, esta Colegiatura debe inicialmente reconocer que es conocedora de primera mano de la caótica situación de congestión que por estos tiempos se vive en los estrados judiciales, que de contera, es semejante a la habida en la Fiscalía General de la Nación; así mismo, reconoce que en el caso puntual del Despacho aquí accionado, acorde con lo argumentado en su contestación, tiene bajo su cargo una enorme responsabilidad, en sus manos está la resolución de casos complejos con personas privadas de su libertad, los cuales exigen amplios análisis y demandan mucho tiempo, a lo que se debe aunar la exorbitante cantidad de procesos que se encuentran a Despacho, que según manifestó, son casi 1.000; no es entonces un secreto que la carga laboral de los Juzgados, Tribunales y Despachos Fiscales hoy en día resulta ser tedioso y agobiante.  

En este caso, se insiste, la titular de la Fiscalía demandada se ocupó de poner en consideración de la Sala algunas de las razones que le han impedido ser célere en la adopción de la decisión que reclama la parte accionante, y frente a tales explicaciones, la Sala reconoce que es plausible y hasta entendible que en algunos casos, por la complejidad de cierto tipo de asunto, por el cúmulo de trabajo, y un sinnúmero de percances, los términos judiciales no se cumplan a rajatabla, porque suele pasar que ello escapa de las manos y la capacidad del funcionario judicial. 

A la luz de lo dicho, es claro para esta Colegiatura que la situación anómala de congestión que en la actualidad está viviendo el Despacho demandado, que a su vez se encuentra presente a nivel global en la mayoría de oficinas judiciales del país, implica que no puedan resolverse con la celeridad esperada las peticiones de la comunidad, razón por la cual se encuentra justificada la demora en la decisión de fondo del asunto del actor, la cual, tampoco se considera como exorbitante, teniendo en cuenta que el ese término de tres años con el que contaba para adoptar una decisión, se encuentra superada por 4 meses. 
En este punto, resulta válido citar un pronunciamiento de la Corte Constitucional en la Sentencia T-400 de 2018 dentro de un caso similar, en esa oportunidad sostuvo el alto Tribunal que: 

“i) El incumplimiento del parágrafo único del artículo 49 de la Ley 1453 de 2011, que estableció un término de 2 años para que la Fiscalía emita un pronunciamiento de fondo (archivo o formulación de imputación), no constituye, per se, una conducta lesiva de derechos fundamentales. 

ii) La Fiscalía Local 37 de Cartagena, dentro del término que fijó el legislador, adelantó diferentes actuaciones, tales como: entrevista del denunciante y de su hija, inspección al lugar, interrogatorio al indiciado, arraigo y antecedentes. Además, el 1 de febrero de 2017 emitió nueva orden de policía judicial, para efectos de verificar el arraigo del indiciado.  (…)” 

Lo antes expuesto conspiraría de manera negativa en contra de las aspiraciones del accionante, por cuanto, se reitera, en el presente asunto nos encontramos en presencia de una mora justificada. 

Pese a lo anterior, la Sala no puede ser ajena del derecho que le asiste al libelista de recibir con prontitud una solución frente a su problemática. Por ello al efectuar una ponderación de los derechos en conflicto, la Colegiatura acorde con los postulados del test de proporcionalidad, a fin que se haga efectivo el Derecho que le asiste al accionante al acceso a la administración de justicia, como medida de amparo le ordenará a quien funja como titular de la Fiscalía Novena Seccional de Pereira, para que en un término improrrogable de seis (06) meses, contados a partir de la notificación de la presente decisión, y tras recibir los resultados de las órdenes de policía judicial emitidas, adopte todas las medidas necesarias tendientes a finiquitar la indagación penal que cursa en ese Despacho radicada con el # 660016000036201705869, ya sea ordenando su archivo, o radicando una petición de preclusión o de formulación de imputación.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia que le asiste al señor ALEJANDRO FRANCO CASTRO, conforme con lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: ORDENAR quien funja como titular de la Fiscalía Novena Seccional de Pereira, para que en un término improrrogable de seis (06) meses, contados a partir de la notificación de la presente decisión, y tras recibir los resultados de las órdenes de policía judicial emitidas, adopte todas las medidas necesarias tendientes a finiquitar la indagación penal que cursa en ese Despacho radicada con el # 660016000036201705869, ya sea ordenando su archivo, o radicando una petición de preclusión o de formulación de imputación.
TERCERO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


         JULIÁN RIVERA LOAIZA
Magistrado






         Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia C-331 de 2012, M.P. Dr. Luís Ernesto Vargas Silva. 


� Sentencia C-591/14


� Sentencia T-366 de 2005. Sobre el particular, pueden consultarse, entre otras, las Sentencias T-227 de 2007, C-1198 de 2008 y T-527 de 2009.


� Consultar, entre otras, la Sentencia T-230 de 2013.


� Sentencias T-1226 de 2001 y T-1227 de 2001.


� Consultar, entre otras, la Sentencia T-1249 de 2004 y T-297 de 2006.


� Consultar el artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos.


� Sentencia T-1249 de 2004.
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